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1. INTRODUCCIÓN 

La Fundación de la Comunidad Valenciana para la Gestión del Instituto de Investigación 
Sanitaria y Biomédica de Alicante (ISABIAL) es un referente en investigación biomédica 
multidisciplinar y traslacional, enfocada en la investigación básica, clínica, epidemiológica 
y en servicios de salud. Su objetivo es elevar la calidad de la investigación biomédica en 
Alicante, promoviendo la colaboración entre diversos grupos de investigación e 
investigadores. En respuesta a la necesidad de garantizar la integridad y transparencia en 
la gestión de fondos, especialmente en el contexto de los fondos "Next Generation EU" 
para la recuperación de los daños causados por la pandemia de COVID-19, ISABIAL 
implementa un Plan de Medidas Antifraude. Este plan busca no solo cumplir con las 
obligaciones impuestas por la Unión Europea sino también fomentar una cultura de 
integridad institucional que prevenga la corrupción y promueva prácticas éticas en todas 
sus actividades. 

 

2. OBJETIVOS 

2.1 Objetivo general 

Desarrollar y ejecutar un Plan de Medidas Antifraude en ISABIAL para promover la 
transparencia, la integridad institucional, y la prevención de la corrupción, garantizando 
así el uso adecuado de los fondos del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
en consonancia con las directrices de la Unión Europea y las normativas nacionales 
aplicables. 

2.2 Objetivos Específicos 

• Fomentar valores éticos y una cultura organizacional que desaliente cualquier forma 
de fraude, corrupción o conflicto de intereses en todas las actividades de ISABIAL. 

• Implementar un sistema de integridad institucional robusto que mejore las prácticas 
éticas y prevenga conductas inadecuadas. 

• Establecer procedimientos efectivos para la prevención y detección temprana de 
actividades fraudulentas, corrupción y conflictos de interés. 

• Desarrollar programas de formación dirigidos a empleados y colaboradores sobre la 
importancia de la transparencia y la integridad, y cómo detectar y reportar posibles 
fraudes. 

• Asegurar la conformidad con el Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo 
y del Consejo y la Orden HFP/1030/2021, mediante la implementación de medidas 
concretas para la prevención, detección y corrección del fraude y la corrupción. 

• Establecer un mecanismo de auditoría y verificación para evaluar la eficacia de las 
medidas antifraude adoptadas y realizar ajustes conforme sea necesario. 
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3. ABREVIATURAS 

 

AVAF:   Agencia Valenciana Antifraude 

BDNS:  Base de Datos Nacional de Subvenciones  

CIPIMAP:  Comisión Interdepartamental para la Prevención de Irregularidades y Malas  
Prácticas en la Administración de la Generalitat y su sector público 
instrumental 

DACI:  Declaración de Ausencia de Conflicto de Intereses 

EDES:   Early Detection and Exclusion System  LCSP: Ley del Contrato del Sector 
Público 

MRR:  Mecanismo de Recuperación y Resiliencia 

OLAF:   Oficina Europea de Lucha contra el Fraude  

ROLECE:  Registro oficial de licitadores y empresas clasificadas del sector público  

PMA:  Plan de Medidas Antifraude 

PRTR:  Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 

SNCA:  Servicio Nacional de Coordinación Antifraude  

UE:   Unión Europea 
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4. MARCO NORMATIVO DE APLICACIÓN 

El artículo 22 del Reglamento (UE) 241/2021 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de febrero de 2021, y en su virtud la Orden HPF/1030/2021, de 29 de septiembre, obliga 
a España, en relación con la protección de los intereses financieros de la UE y como 
beneficiaria de los fondos del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (MRR), la obligación 
de que toda entidad, decisora o ejecutora, que participe en la ejecución de las medidas del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR) a disponer de un «Plan de 
Medidas Antifraude». 

Los objetivos que cubre dicho Plan, y por tanto el de ISABIAL, consisten en garantizar que, 
en los respectivos ámbitos de actuación, los fondos se utilizan de conformidad con las 
normas aplicables y, en particular, que existe una adecuada prevención, detección y 
corrección del fraude, de la corrupción y de los conflictos de intereses. 

Entre la normativa aplicable a este Plan antifraude cabe destacar la siguiente: 

1.- Normativa Europea 

- Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero 
de 2021 por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia y el 
resto de normativa que lo desarrolle 

- Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general 
de la Unión (Reglamento Financiero de la UE). DOUE de 30 de julio de 2018, núm. 
193. 

- Directiva (UE) 2017/1371, del Parlamento europeo y del Consejo de 5 de julio de 
2017, sobre la lucha contra el fraude que afecta a los intereses financieros de la 
Unión a través del Derecho penal (Directiva PIF). DOUE de 28 de julio de 2017, 
núm. 198. 

2.- Normativa interna 

- Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas 
urgentes para la modernización de la Administración Pública para la ejecución del 
citado Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 

- Orden HFP/1031/2021, de 29 de septiembre, por la que se establece el 
procedimiento y formato de la información a proporcionar por las Entidades del 
Sector Público Estatal, Autonómico y Local para el seguimiento del cumplimiento de 
hitos y objetivos y de ejecución presupuestaria y contable de las medidas de los 
componentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

- Orden TMA/957/2021, de 7 de septiembre, por la que se aprueban las bases 
reguladoras de la concesión de ayudas para la elaboración de proyectos piloto de 
planes de acción local de la Agenda Urbana Española y la convocatoria para la 
presentación de solicitudes para la obtención de las subvenciones por el 
procedimiento de concurrencia competitiva. 

- La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP) (art. 64)  

- Instrucción de 23 de diciembre de 2021 de la Junta Consultiva de Contratación 
Pública del Estado sobre aspectos a incorporar en los expedientes y en los pliegos 
rectores de los contratos que se vayan a financiar con fondos procedentes del Plan 
de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
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-  Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, relativa al análisis sistemático del riesgo de 
conflicto de interés en los procedimientos que ejecutan el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia. 

 

3. Legislación autonómica 

- Ley 2/2015, de 2 de abril, de Transparencia, Buen Gobierno y Participación 
Ciudadana de la Comunitat Valenciana.  

- Ley 8/2016, de 28 de octubre, de la Generalitat, de Incompatibilidades y Conflictos 
de Intereses de Personas con Cargos Públicos no Electos.  

- Ley 22/2018, de 6 de noviembre, de la Generalitat, de Inspección de Servicios y 
del sistema de alertas para la prevención de malas prácticas en la Administración 
de la Generalitat y su sector público instrumental. 

- Ley 25/2018, de 10 de diciembre, reguladora de la actividad de los grupos de 
interés de la Comunitat Valenciana.  

- Decreto 56/2016, del Consell, de 6 de mayo, por el que se aprueba el Código de 
Buen Gobierno de la Generalitat.  

- Decreto 65/2018, de 18 de mayo, del Consell, por el que se desarrolla la Ley 
8/2016, de 28 de octubre, de la Generalitat, de incompatibilidades y conflictos de 
intereses de personas con cargos públicos no electos Decreto 105/2017, de 28 de 
julio, del Consell, de desarrollo de la Ley 2/2015, de 2 de abril, de la Generalitat, 
en materia de transparencia y de regulación del Consejo de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Buen Gobierno.  

- Decreto 66/2019, de 26 de abril, del Consell, por el que se regula la Comisión 
Interdepartamental para la Prevención de Irregularidades y Malas Prácticas en la 
Administración de la Generalitat y su sector público instrumental (CIPIMAP).  

- Decreto 172/2021, de 15 de octubre, del Consell, de desarrollo de la Ley 25/2018, 
de 10 de diciembre, reguladora de la actividad de los grupos de interés de la 
Comunitat Valenciana. Guía AVAF “Plan de Integridad Pública: Hoja de Ruta y 
Anexos Facilitadores” de la Agencia Valenciana Antifraude.  
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5. CONCEPTOS BÁSICOS  

Previo a la elaboración del Plan en su totalidad, han de tenerse en cuenta diversas 
definiciones básica adoptadas desde la Directiva (UE) 2017/1371, sobre la lucha contra el 
fraude que afecta a los intereses financieros de la Unión (Directiva PIF), el Reglamento 
(UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, 
sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión (Reglamento 
Financiero de la UE), así como el Anexo III.C de la Orden HPF/1030/2021. Estas, son las 
siguientes:  

 

5.1. Definición de fraude 

El término “fraude” se utiliza para describir una gran variedad de comportamientos 
carentes de ética, como el robo, la corrupción, el desfalco, el soborno, presentación de 
declaraciones o documentos falsos o inexactos, la representación errónea, la colusión, el 
blanqueo de capitales o la ocultación de hechos, entre otros. 

El mencionado término suele tener como finalidad la obtención de una ventaja o beneficio 
injusto tanto para una persona vinculada a un organismo público como para un tercero o; 
por el contrario, suponer pérdidas para otro sujeto. El fraude no solo implica posibles 
consecuencias financieras, sino que además perjudica la reputación del organismo 
responsable de la gestión eficaz y eficiente de los recursos económicos. Esto tiene especial 
importancia para los organismos públicos responsables de la gestión de los fondos de la 
UE. 

A los efectos del presente «Plan de Medidas Antifraude», en línea con el artículo 3.2 de la 
citada Directiva PIF, así como con el artículo 1 del Convenio relativo a la protección de los 
intereses financieros de las Comunidades Europeas establecido por el Acto del Consejo de 
26 de julio de 1995, se considera fraude en materia de gastos, relacionados y no 
relacionados con los contratos públicos, a cualquier acción u omisión intencionada que se 
cometa con ánimo de lucro ilegítimo para el autor u otra persona, relativa: 

- A la utilización o a la presentación de declaraciones o de documentos falsos, 
inexactos o incompletos, que tengan por efecto la percepción, la malversación o la 
retención indebida de fondos públicos. 

- Al incumplimiento de una obligación expresa de comunicar una información, que 
tenga el mismo efecto. 

-  Al desvío de esos mismos fondos para otros fines distintos de aquellos de los que 
motivaron su concesión inicial. 

También se ha de reseñar el concepto de “sospecha de fraude”. Este, de acuerdo con 
los Criterios sobre clasificación de irregularidades afectadas por un procedimiento penal 
del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude (en adelante, SNCA), se define como “la 

irregularidad que dé lugar a la incoación de un procedimiento administrativo o judicial a 

nivel nacional con el fin de determinar la existencia de un comportamiento intencionado, 

en particular de un fraude, tal y como se contempla en el artículo 1, apartado 1, letra a), 

del Convenio relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades 

Europeas”. 
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5.2. Definición de corrupción 

Según la definición del Programa Global de Naciones Unidas contra la Corrupción, se 
entiende por “corrupción” el “abuso de poder de un puesto público para obtener 
beneficios de carácter privado”. 

La forma de corrupción más frecuente, por ser, además, la de más profundo alcance; se 
asocia con el soborno. Se trata de pagos corruptos o beneficios de carácter similar: un 
receptor (corrupción pasiva) acepta el soborno de un donante (corrupción activa) a cambio 
de un favor. En realidad, existen múltiples tipos de prácticas corruptas, todas ellas se 
ajustan, en el ámbito público, al uso aventajado de recursos económicos para beneficio 
personal. 

Los pagos corruptos facilitan muchos otros tipos de fraude, como la facturación falsa, los 
gastos fantasmas o el incumplimiento de las condiciones contractuales. 

A los efectos del presente «Plan de Medidas Antifraude», en línea con el artículo 4.2 de la 
Directiva PIF, así como con el artículo 3 del Convenio relativo a la lucha contra los actos 
de corrupción en los que están implicados funcionarios de las Comunidades Europeas o de 
los Estados miembros de la Unión Europea, establecido por el Acto del Consejo de 26 de 
mayo de 1997, y con el artículo 2, apartado 1, de la Decisión marco 2003/568 / JAI del 
Consejo, se considera: 

a) Corrupción pasiva, a la acción de un funcionario que, directamente o a través de un 
intermediario, pida o reciba ventajas de cualquier tipo, para él o para terceros, o 
acepte la promesa de una ventaja, a fin de que actúe, o se abstenga de actuar, de 
acuerdo con su deber o en el ejercicio de sus funciones, de modo que perjudique o 
pueda perjudicar los intereses públicos. 

b) Corrupción activa, a la acción de toda persona que prometa, ofrezca o conceda, 
directamente o a través de un intermediario, una ventaja de cualquier tipo a un funcionario, 
para él o para un tercero, a fin de que actúe, o se abstenga de actuar, de acuerdo con su 
deber o en el ejercicio de sus funciones de modo que perjudique o pueda perjudicar los 
intereses financieros de la Unión. 

 

5.3. Definición de conflictos de intereses  

El artículo 61.3 del Reglamento Financiero, indica que existe un conflicto de intereses 
cuando el ejercicio imparcial y objetivo de las funciones de una persona se ve 
comprometido por motivos relacionados con su familia, su vida sentimental, sus afinidades 
políticas o nacionales, sus intereses económicos o cualquier otro motivo directo o indirecto 
de interés personal. Un “conflicto de intereses” supone un conflicto entre el deber y los 
intereses privados de un empleado público cuando el empleado tiene a título particular 
intereses que podrían influir indebidamente en la forma correcta en el ejercicio de sus 
funciones y responsabilidades oficiales. 

Este tipo de conflicto, se ha convertido en una preocupación recurrente, especialmente en 
el marco de la contratación pública, porque pueden causar un grave daño al presupuesto 
público y a la reputación de la Administración pública afectada. A los efectos del presente 
«Plan de Medidas Antifraude», según lo recogido en el Anexo III.C de la Orden 
HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, el conflicto de intereses se interpreta en línea con 
el citado artículo 61.3 del Reglamento Financiero de la UE. 
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Cabe matizar, en consecuencia, que conflictos de intereses y corrupción no son lo 
mismo. La corrupción generalmente requiere un acuerdo entre al menos dos socios y 
algún pago, soborno o ventaja de algún tipo. Por contra, un conflicto de intereses surge 
cuando una persona puede tener la oportunidad de anteponer sus intereses privados a sus 
deberes profesionales. 

No obstante, los conflictos de interés constituyen un riesgo de corrupción, si bien, no debe 
confundirse el riesgo de corrupción con la corrupción efectiva. Si el interés particular de 
una empleada o de un empleado público acabase sesgando efectivamente su juicio 
profesional, y esta persona obtuviese un beneficio personal (directo o indirecto, económico 
o de otro tipo, presente o futuro) abusando de su posición profesional (de su capacidad de 
decisión y de los recursos que tiene a su alcance), entonces se convertiría en un acto de 
corrupción, tal y como se esquematiza seguidamente: 

 

 

Figura 1.  Esquema de definiciones 

 

En relación a los posibles actores implicados en el conflicto de intereses, podemos 
destacar los siguientes: 

- Los empleados públicos que realizan tareas de gestión, control y pago y otros 
agentes en los que se han delegado algunas de estas funciones. 

 

- Aquellos beneficiarios privados, socios, contratistas y subcontratistas, cuyas 
actuaciones sean financiadas con fondos públicos, nacionales o comunitarios, que 
puedan actuar en favor de sus propios intereses, pero en contra de los intereses 
financieros de España o de la UE, esto es, que actúen de manera indebida en el 
desempeño de las obligaciones derivadas de su condición de persona o entidad 
perceptora de recursos públicos en el marco de un conflicto de intereses. 

 

Atendiendo a la situación que motivaría el conflicto de intereses, distinguimos entre tres 
tipos de conflictos: 
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- Conflicto de intereses aparente: se produce cuando los intereses privados de un 
empleado público o beneficiario son susceptibles de comprometer el ejercicio 
objetivo de sus funciones u obligaciones, no obstante, finalmente no se encuentra 
un vínculo identificable e individual con aspectos concretos de la conducta, el 
comportamiento o las relaciones de la persona (o una repercusión en dichos 
aspectos). 

- Conflicto de intereses potencial: surge cuando un empleado público o beneficiario 
tiene intereses privados de tal naturaleza, que podrían ser susceptibles de ocasionar 
un conflicto de intereses en el caso de que tuvieran que asumir en un futuro 
determinadas responsabilidades oficiales. 

- Conflicto de intereses real: implica un conflicto entre el deber público y los intereses 
privados de un empleado público, en el que el empleado público tiene intereses 
personales que pueden influir de manera indebida en el desempeño de sus deberes 
y responsabilidades oficiales. 

 

5.4. Definición de “irregularidad” 

Según el artículo 1.2 del Reglamento (CE, Euratom) n.o 2988/95 del Consejo, de 18 de 
diciembre de 1995, relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades 
Europeas, “constituirá irregularidad toda infracción de una disposición del derecho 

comunitario correspondiente a una acción u omisión de un agente económico que tenga o 

tuviera por efecto perjudicar al presupuesto general de las Comunidades o a los 

presupuestos administrados por éstas, bien sea mediante la disminución o la supresión de 

ingresos procedentes de recursos propios percibidos directamente por cuenta de las 

Comunidades, bien mediante un gasto indebido”. 

En el ámbito de la regulación de la Unión Europea, irregularidad es un concepto amplio que 
comprende infracciones normativas, por acción u omisión, que tienen como efecto un 
perjuicio para el presupuesto de la Unión. Así pues, la existencia de una irregularidad no 
siempre implica la posible existencia de fraude; la concurrencia de intencionalidad es un 
elemento esencial en el fraude, elemento que no es preciso que se dé para que exista 
irregularidad. Es decir, la intención es el factor que diferencia al fraude de la irregularidad. 
Por tanto, aunque la irregularidad no es fraudulenta, la ejecución eficaz e íntegra de la 
gestión pública puede tener un impacto indirecto en la prevención y detección de las 
irregularidades en términos generales (derivadas de conflictos de intereses no identificados 
o controlados, originadas en la falta de planificación o el despilfarro), considerando estas 
como una categoría más amplia que el fraude. 
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6.ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DURACIÓN 

El presente Plan de Medidas Antifraude, así como las distintas políticas y procedimientos 
que lo integran, son de obligado cumplimiento para todos los miembros de ISABIAL. 
En particular, se aplica a quienes realizan tareas de gestión, seguimiento, control y pago 
en el marco de los proyectos y actuaciones del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, cuya entidad ejecutora es ISABIAL. Asimismo, las medidas del Plan serán 
aplicables, de acuerdo al grado de obligatoriedad correspondiente, a las entidades y 
personas beneficiarias privadas, socios, contratistas y subcontratistas, que resulten 
perceptores o cuyas actuaciones sean financiadas con fondos públicos provenientes del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia. 

Cualquier incumplimiento será sancionado de conformidad con la normativa interna de la 
Fundación y con la normativa legal de aplicación. 

Por otro lado, este Plan de Medidas Antifraude de ISABIAL es de aplicación tanto a la 
Entidad como a cualquier organismo dependiente de esta.  

Este Plan tendrá una duración indefinida y está configurado como un documento inicial, 
que como toda herramienta de planificación debe considerarse un instrumento vivo, que 
se complementará en el proceso de implementación del mismo a medida que se vaya 
poniendo en práctica por parte de los diferentes intervinientes. 
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7. COMISIÓN DE CONTROL DE MEDIDAS ANTIFRAUDE 

La Comisión de Control de Medidas Antifraude (en adelante la Comisión) es el órgano 
responsable de asegurar el cumplimiento de las medidas y procedimientos de lucha contra 
el fraude proclamados en el presente Plan. En los siguientes apartados se desarrolla el 
contenido del Reglamento de la Comisión: composición, funciones, procedimientos y 
régimen de reuniones. 

 

7.1 Composición 

ISABIAL propone como miembros de la Comisión de Control de Medidas Antifraude a los 
siguientes empleados, que, de forma conjunta, velarán por la máxima observancia del Plan 
de Medidas Antifraude 

El objetivo principal de la Comisión es tratar de garantizar que la Fundación ejecute las 
acciones del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia conforme a los principios 
de ética y transparencia que permiten asegurar la efectiva lucha ante cualquier práctica 
fraudulenta o corrupta en la gestión de los fondos. 

La designación de la Fundación aboga por la colaboración entre los distintos con alta 
vinculación a los fondos públicos, de modo que los perfiles que integrarán la Comisión de 
Control de Medidas Antifraude son los siguientes: 

-Abogado (Departamento jurídico) 

-Gestor función administrativa (Área económica) 

-Director técnico  

Todos los miembros que componen la Comisión recibirán con carácter posterior a la 
aprobación del Plan de Medidas Antifraude una formación específica en materia de lucha 
contra el fraude para acreditar el correcto cumplimiento efectivo de sus funciones.  

 

7.2. Funciones 

Las funciones de la Comisión de Control de Medidas Antifraude, sin carácter excluyente, 
son las siguientes:   

- Implementar e impulsar, de forma continuada, la cultura de tolerancia cero ante el 
fraude, la corrupción y la existencia de conflictos de intereses en la Fundación. 

- Publicar y mantener actualizado el Plan de Medidas Antifraude con el fin de detectar 
situaciones de riesgo o fallos en los controles establecidos, incumplimientos del 
mismo o comportamientos irregulares del personal que participa en la gestión de 
los fondos de la Fundación. 

- Supervisar y controlar las actuaciones de todo el personal de la Fundación que 
participe en la gestión y/o ejecución de fondos públicos. 
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- Actuar para lograr una correcta aplicación de los procedimientos de gestión de 
conflictos de intereses. 

- Coordinar las jornadas de formación del personal de la Fundación en relación a las 
medidas implementadas para prevenir, detectar y corregir casos de fraude, 
corrupción y conflictos de intereses. 

- Velar por una correcta detección e investigación de los posibles casos de fraude, 
corrupción y conflictos de intereses y de que se ponga fin a los mismos.  

- Instaurar y dar a conocer entre el personal de la Fundación el procedimiento para 
denunciar cualquier situación de riesgo o incumplimiento del Plan de Medidas 
Antifraude. 

- Mantener un registro de actuaciones indicando los plazos y las personas 
intervinientes en relación a cada una de las denuncias de cualquier situación de 
riesgo o incumplimiento del Plan de Medidas Antifraude efectuadas por el personal 
de la Fundación. 

- Aplicar el régimen disciplinario propuesto para sancionar, adecuada y 
proporcionalmente, el incumplimiento de las medidas establecidas en el Plan de 
Medidas Antifraude. 

- Denunciar, en caso de ser necesario, a las Autoridades competentes, Ministerio 
Fiscal y/o Tribunales los casos de fraude, corrupción y la existencia de conflictos de 
intereses. 

- Trabajar en la recuperación de los fondos que hubiesen sido objeto de apropiación 
indebida, aportando la información necesaria y colaborando con las entidades u 
organismos encargados de velar por la recuperación de los importes indebidamente 
recibidos por parte de los beneficiarios. 

- Elaborar una Memoria Anual que contenga las actividades realizadas por la Comisión 
de Control de Medidas Antifraude en el ámbito de su competencia. Tras la 
elaboración de la memoria, la Comisión deberá ratificarla en la próxima reunión. 

 

7.3 Procedimientos 

7.3.1 Revisión y actualización de las medidas antifraude 

Con carácter previo al inicio de la ejecución de sus funciones, la Comisión de Control de 
Medidas Antifraude elevará a la Junta de Patronato de la Fundación el Plan y la normativa 
interna aplicable al personal en materia antifraude. 

Tal y como se describe en el apartado 5.2, relativo a las funciones, la Comisión asume las 
tareas de revisión y actualización de los procedimientos y medidas implementadas de 
acuerdo con las novedades normativas y jurisprudenciales.  

En tal sentido, se propone la revisión anual de las medidas y procedimientos de lucha 
contra el fraude para garantizar el efectivo cumplimiento de la normativa por parte de 
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ISABIAL en relación con la asignación de recursos públicos. Sin perjuicio del plazo 
señalado, la Comisión podrá proponer modificaciones y actualizaciones respecto a las 
medidas implantadas cuando advirtiera posibilidades de mejora. 

Las novedades y actualizaciones propuestas por la Comisión deberán ser aprobadas en 
sesión ordinaria o extraordinaria por el conjunto de sus miembros. A su vez, cualquier 
modificación del Plan de Medidas Antifraude o de la normativa interna deberá ser aprobada 
por el Patronato de la Fundación, debiendo recibir todos los empleados, de manera 
telemática, copia del nuevo documento. 

 

7.3.2 Recepción e investigación de las denuncias 

La Comisión es la encargada de informar a los empleados acerca del procedimiento 
existente para denunciar cualquier situación de riesgo o incumplimiento del Plan de 
Medidas Antifraude, a fin de garantizar que la información relativa a tales denuncias se 
ponga en conocimiento únicamente de los miembros de la Comisión. 

Ante la recepción de un aviso o denuncia de situación irregular, la Comisión de Control de 
Medidas Antifraude deberá reunirse con carácter extraordinario en el plazo máximo 
de 2 días laborables. En dicha reunión, la Comisión debe designar al miembro que 
coordinará la investigación y que recabará cuanta documentación e información considere 
oportuna con la colaboración de las distintas áreas de ISABIAL. 

Transcurridas dos semanas desde la primera reunión extraordinaria de la Comisión de 
Control de Medidas Antifraude, tendrá lugar una reunión de seguimiento cuya finalidad es 
que el coordinador informe al resto de miembros de la Comisión acerca del registro de 
actuaciones efectuadas. Estas reuniones bisemanales de seguimiento deberán celebrarse 
de forma continua hasta la obtención de un informe final donde se detallen los resultados 
obtenidos. 

El coordinador de la denuncia deberá incluir en su informe final el conjunto de actuaciones 
efectuadas de forma independiente o con la colaboración del resto de miembros de la 
Comisión de Control de Medidas Antifraude (recopilación de documentos, entrevistas a la 
plantilla, revisión de contratos y expedientes, etc.); las fechas de actuación; personas 
intervinientes y una conclusión final acerca del resultado de la investigación. 

En la última reunión bisemanal de seguimiento, la Comisión de Control de Medidas 
Antifraude deberá ratificar el informe elaborado por el coordinador por mayoría absoluta, 
dando por finalizado el procedimiento. En caso contrario, el coordinador continuará con la 
preceptiva investigación de la situación irregular y la Comisión de Control de Medidas 
Antifraude seguirá reuniéndose con carácter extraordinario para estudiar las debidas 
actuaciones. 

 

7.4 Régimen de reuniones 

La Comisión de Control de Medidas Antifraude deberá reunirse, al menos, una vez al año 
para conocer de los asuntos que le son propios. Además de estas reuniones de carácter 
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ordinario, podrá reunirse en cualquier momento con carácter extraordinario, cuando alguno 
de sus miembros así lo solicite.  

El Secretario Habilitado, será el encargado de fijar la convocatoria de la Comisión de 
Control de Medidas Antifraude. En cualquier caso, la convocatoria a las reuniones será 
realizada con una antelación mínima de 48 horas y deberá ir acompañada del orden del 
día. De cada una de estas reuniones se elevará el oportuno Acta que deberá ser leída y 
aprobada por todos los miembros de la Comisión en la siguiente reunión. 

En caso de que alguno de los miembros de la Comisión de Control de Medidas Antifraude 
no pudiera asistir a la reunión, el Secretario Habilitado propondrá una fecha alternativa, 
abogándose en todo momento por la presencia de la Comisión en su totalidad.  

La ausencia de cualquiera de los miembros de la Comisión de Control de Medidas Antifraude 
a las reuniones sin causa justificada deberá hacerse constar en el Acta. De igual modo, a 
fin de fomentar el correcto funcionamiento de la Comisión de Control de Medidas Antifraude 
se establece que la falta de asistencia a dos reuniones por uno de los miembros de la 
Comisión de Control de Medidas Antifraude en el período de dos años será sancionada con 
la sustitución de dicho miembro, debiendo la Comisión de Control de Medidas Antifraude 
proponer a un nuevo empleado para el desempeño de sus funciones. 
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8. EVALUACIÓN DE MEDIDAS ANTIFRAUDE 

Como se contemplaba en el Objeto del Plan de Medidas Antifraude, la Orden exige la 
realización, por la entidad de que se trate, de una evaluación del riesgo, impacto y 
probabilidad de riesgo de fraude en los procesos clave de la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia y su revisión periódica, bienal o anual según el 
riesgo de fraude y, en todo caso, cuando se haya detectado algún caso de fraude o haya 
cambios significativos en los procedimientos o en el personal. 

Esta actuación que está orientada a la detección de condiciones que pueden indicar la 
existencia de incentivos, presiones o posibilidades de que las personas se vean implicadas 
en fraude u otras irregularidades, se configura como una actuación obligatoria para este 
órgano en el artículo 6.5.c) de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre. Para la 
realización de la misma se han utilizado los instrumentos y herramientas puestas a 
disposición por la Unión Europea, el Estado Español y la Comunidad Valenciana. 

En cumplimiento de lo previsto en el artículo 6.2 segundo párrafo de la Orden 
HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, ISABIAL ha implementado los siguientes 
instrumentos de evaluación y Orientación: 

➔ En primer lugar, el “Test de Conflicto de interés, prevención del fraude y la 
corrupción” relativo al estándar mínimo (Anexo II.B.5 de la Orden 
HFP/1030/2021, de 29 de septiembre) que ha servido como referencia para la 
incorporación de los diferentes aspectos esenciales de las cuatro áreas del ciclo 
antifraude que se contemplan en este Plan. Se puede ver el resultado del mismo al 
final del documento, en el Anexo I. 

➔ ISABIAL ha procedido  a la realización de un autoevaluación de riesgos de 
contratación empleando la matriz de riesgos incorporada en la Guía De Medidas 

Antifraude en la Ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, 

elaborado por el Servicio Nacional de Coordinación Antifraude (SNCA) en fecha 24 
de febrero de 2022, la matriz accesible en el siguiente enlace: 
https://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/es-
ES/snca/Paginas/NormativaDocumentacion.aspx  

La realización de este análisis tendrá una revisión periódica, bienal o anual según 
el riesgo de fraude y, en todo caso anual, cuando se haya detectado algún caso de 
fraude o haya cambios significativos en los procedimientos o en el personal. Este 
análisis, en conjunción con las medidas ya adoptadas, permite obtener una 
puntuación de riesgo objetivo, el cual podrá ser catalogado conforme a la Tabla 1. 

 

Tabla 1. Categorías de riesgos. 

 
 

En función de la categorización del mismo, tendremos indicadores objetivos sobre 
la necesidad de implantar medidas correctoras adicionales en cada uno de los 
riesgos analizados. 
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La evaluación de las medidas, conjuntamente al análisis descrito, ha tenido en 
consideración las siguientes cuestiones:  

- Identificación de medidas que son más susceptibles del fraude, como pueden 
ser aquellas con alta intensidad, alto presupuesto, muchos requisitos a justificar 
por el solicitante, controles complejos, etc. 

- Identificación de posibles conflictos de intereses. 

- Resultados de trabajos previos de auditorías internas. 

- Resultados de auditorías de la Comisión Europea o del Tribunal de Cuentas 
Europeo, en su caso. 

- Casos de fraude detectados con anterioridad.  
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9. ESTRUCTURACIÓN DE LAS MEDIDAS ANTIFRAUDE  

Las medidas a efectuar por parte de ISABIAL se categorizan, conforme a la Orden 
HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del 
PRTR, de la siguiente forma:  

 

 
Figura 2.  Esquema de las medidas propuestas 

 

9.1 Medidas de prevención 

Una vez realizada la evaluación inicial del riesgo de fraude, se articulan medidas 
adecuadas, proporcionadas y estructuradas en torno a las cuatro áreas clave del ciclo de 
lucha contra el fraude y la corrupción: Prevención, Detección, Corrección y Persecución, 
que permitirán evitar o minimizar los riesgos identificados. 

Se definen en este documento las medidas contra el fraude y la corrupción que ISABIAL, 
como entidad ejecutora, va a poner en marcha, considerándose efectivas y proporcionadas, 
teniendo en cuenta los riesgos que se han detectado.  

La prevención es una parte importante del Plan de Medidas Antifraude de ISABIAL, ya que 
pretende evitar que los riesgos analizados, lleguen a producirse. 

Las medidas preventivas deberán estar dirigidas a reducir el riesgo residual de  fraude a 
un nivel aceptable. Es la parte más importante del sistema, ya que el  objetivo que busca 
es impedir la aparición del fraude y, como indica la Comisión Europea en sus guías y 
orientaciones, es más fácil y más rentable prevenir el  fraude que actuar sobre el mismo 
para reparar sus consecuencias. 

Las medidas de prevención:  

a) Pueden contribuir a mitigar el riesgo de fraude, corrupción, conflictos de  interés y 
doble financiación en la etapa de implementación, e igualmente puede contribuir a 
reducir el coste de los controles e investigaciones ex post.  

b) Producen un efecto disuasorio en tanto que los posibles defraudadores pueden 
temer las consecuencias de su comportamiento.  
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c) Estarán vinculadas a la siguiente etapa de detección del ciclo antifraude de  la 
siguiente forma: las herramientas, los procedimientos establecidos y los  
conocimientos adquiridos en materia de detección deberían conducir a la  
identificación de una presunta actividad ilegal, y una vez detectada esta, se deben 
adoptar medidas preventivas y correctivas para mitigar los daños  potenciales.  

De otra manera, la herramienta de evaluación contemplada en la EGESIF_14-0021- 00, 
manifiesta que “la defensa preventiva más fuerte contra el fraude es el  funcionamiento de 

un sistema sólido interno que debe ser diseñado y dirigido como  respuesta proporcionada 

a los riesgos identificados durante el ejercicio de la  evaluación de riesgos”, al mismo 
tiempo que “una organización también debe  trabajar para crear las estructuras y la cultura 

adecuadas para desalentar el  comportamiento potencialmente fraudulento”. 

El objetivo último de esta fase del ciclo, por tanto, es disuadir a los defraudadores, 
impidiendo por una parte, la aparición del fraude; y por otra, consiguiendo el máximo 
compromiso posible del personal de ISABIAL para combatir el mismo.  

Las medidas preventivas han de ser elegidas por las entidades decisoras y ejecutoras en 
atención a sus propias características y teniendo en consideración el Anexo III.C de la 
orden, “Orientación sobre medidas de prevención, detección y corrección del fraude, 

corrupción y conflicto de intereses”, en el que se hace referencia a las posibles medidas a 
adoptar para garantizar una apropiada protección de los intereses financieros de la Unión 
en la ejecución de actuaciones financiadas o a financiar por el MRR. 

Por lo anterior, se han considerado, como las medidas preventivas más adecuadas, las 
siguientes: 

 

9.1.1. Desarrollo de una cultura ética 

Desarrollar una cultura contra el fraude es fundamental para disuadir a los defraudadores 
y para conseguir el máximo compromiso posible del personal para combatir el fraude, a 
través del fomento de los valores de integridad, objetividad, rendición de cuentas y 
honradez. Para ello resulta indispensable el conocimiento de todo el personal de las 
obligaciones que se establecen en la normativa de aplicación. 

En la creación de esta cultura, varias son las normas estatales que han ido configurando 
un marco ético de actuación en la esfera pública, entre las cuales destacan el Capítulo VI 
del Título III del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público donde se describen 
los principios éticos y de conducta que deben regir la actuación de los/as empleados/as 
públicos/as. 

Igualmente, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, que otorga rango de ley a los principios éticos y de actuación que 
deben regir la labor de los miembros del Gobierno y altos cargos y asimilados de la 
Administración del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales y la 
Ley 1/2018, de 21 de marzo, de Transparencia de la Actividad Pública. Finalmente, el 
artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
relativo a la abstención. 

Por todo ello, es necesario establecer y garantizar el cumplimiento de unos estándares de 
conducta por parte de todas las empleadas y empleados que sean acordes con la dimensión 
pública de la organización: 
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El desarrollo de una cultura ética de lucha contra el fraude y el conflicto de intereses son 
fundamentales para conseguir el máximo compromiso posible del personal de ISABIAL a 
través del fomento de los valores de integridad, objetividad, rendición de cuentas 
y honradez. 

Para inculcar esta cultura en el seno de nuestro Departamento, se propone la puesta en 
marcha de los siguientes mecanismos: 

a) Declaración institucional al más alto nivel de lucha contra el fraude y los 
conflictos de intereses por ISABIAL por la cual se manifiestan. Mediante esta 
declaración, queda plasmado el compromiso de todos los miembros del equipo de 
la Fundación con los estándares más altos en el cumplimiento de las normas 
jurídicas, éticas y morales y su adhesión a los más estrictos principios de integridad, 
objetividad, rendición de cuentas y honestidad. 

Una vez formalizada, la declaración será difundida y publicada a través de la web 
de la Fundación, en el apartado de Transparencia.  Dicha declaración se adjunta en 
el Anexo ll. 

b) Código Ético y de Conducta, con el que todo el personal de la Fundación debe 
comprometerse, facilitando su difusión a través de la web de la Fundación y por 
correo electrónico. Estos aspectos se desarrollan en este Plan Antifraude. 

Este documento es la transcripción de los artículos 52 a 54 del Real Decreto 
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, los cuales resultan plenamente 
aplicables a los empleados de ISABIAL. El mismo se adjunta como Anexo III. 

c) Declaración de compromiso en relación con la ejecución del PRTR, la cual 
deberá ser suscrita por el órgano responsable / órgano gestor / entidad beneficiaria 
de los proyectos y subproyectos. En ella se consigna el compromiso con los 
estándares más exigentes en relación con el cumplimiento de las normas jurídicas, 
éticas y morales, adoptando las medidas necesarias para prevenir y detectar el 
fraude, la corrupción y los conflictos de interés, comunicando en su caso a las 
autoridades que proceda los incumplimientos observados. Dicha declaración queda 
presentada como Anexo IV. 

d) Declaración de cesión y tratamiento de datos en relación con la ejecución 
de actuaciones del PRTR. Mediante esta Declaración responsable, el beneficiario 
de ayudas financiadas con recursos provenientes del PRTR hace constar su 
conocimiento acerca de la normativa que le es de aplicación, en relación con el 
artículo 22, del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el MRR. Se adjunta como Anexo 
V.  

 

9.1.2. Formación y concienciación 

Resulta esencial para lograr una integridad en las actuaciones de ISABIAL fomentar la 
adquisición de conocimientos para la identificación y evaluación de riesgos, el 
establecimiento de controles específicos, así como la actuación en caso de detección de 
fraude. 

En coherencia con lo indicado, y como medida preventiva, ISABIAL impulsará cursos de 
formación y concienciación específicos, dirigidos a todos los miembros de la Fundación, 
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incluidos, además, todos los niveles jerárquicos responsables del control. El objetivo de lo 
anterior es que los empleados y empleadas tomen conciencia y adquieran capacidades en 
la lucha contra el fraude, la corrupción y el conflicto de intereses. 

Estas acciones formativas mencionadas, tendrán un carácter teórico-práctico y serán 
impartidas bien a través de personal propio o en colaboración con cualquier otro órgano o 
institución que divulgue conocimientos en materia de lucha contra el fraude.  

Mediante este proceso de formación y conciencia, se pretende proporcionar información 
pormenorizada sobre las políticas contra el fraude, en especial las desarrolladas por 
ISABIAL, la función de cada una de las partes implicadas en su implementación y sus 
respectivas responsabilidades, así como los mecanismos de notificación. 

Con respecto a la concienciación, se prevé la adopción de las siguientes medidas de 
comunicación y sensibilización:  

a) Declaración de Ausencia de Conflicto de Intereses (DACI).  Existe la 
obligación de suscripción de una Declaración de Ausencia de Conflicto de Intereses 
(DACI), por quienes participen en los procedimientos de ejecución del PRTR. De 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6.5 i) de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de 
septiembre, y la Orden HFP/55/2023, se establece como una actuación obligatoria 
la cumplimentación de una Declaración de ausencia de intereses (DACI) por quienes 
participen en los procedimientos de ejecución del PRTR. 

Esta declaración deberá ser cumplimentada por las personas que intervienen en la 
gestión de cada proyecto de ISABIAL, tales como el responsable del órgano de 
contratación o concesión de la subvención, las personas que redacten los 
documentos de licitación, bases o convocatorias correspondientes, las personas 
técnicas que valoren las ofertas, solicitudes o propuestas presentadas, así como los 
miembros de las mesas de contratación y comisiones de valoración. 

Dicha DACI queda reflejada en el Anexo VI. 

b) Creación de un apartado específico relativo al presente  Plan Antifraude 
dentro del espacio de transparencia en la página web de la Fundación, en el cual, 
se publicará el mismo y los documentos anexos de relevancia pública, así como 
cualquier  información de interés al respecto. 

c) Difusión del Plan por correo electrónico interno de ISABIAL a todo el personal.  

 

9.1.3. Implicación y división de funciones 

Conforme al Anexo III C de la Orden HFP/1030/2021 y  el cual establece las medidas 
preventivas obligatorias, conviene destacar en el presente punto la implicación de las 
autoridades de la organización, en este caso, de ISABIAL. Resulta fundamental la 
organización y designación de un responsable de cada área de competencias  para 
coordinar la lucha contra el fraude y el conflicto de intereses.   

Todas los responsables de área designados de ISABIAL, ratificarán las ya mencionadas con 
anterioridad: 

- Declaración institucional de la lucha contra el fraude. 

- Declaración de Ausencia de Conflicto de Intereses (DACI) 

Dichas autoridades desarrollarán un planteamiento proactivo, estructurado, específico y 
eficaz en la toma de decisiones para gestionar el riesgo de fraude. A su vez, conforme a 
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las prerrogativas de la Comisión de Control, se producirá un reparto claro y segregado de 
funciones y responsabilidades en las actuaciones de gestión, control y pago, 
evidenciándose esa separación de forma visible. Los responsables de cada área velarán 
por el cumplimiento de los estándares recogidos en el presente Plan de los empleados bajo 
su supervisión.  

 

9.1.4. Análisis de datos 

Dentro de los límites de la legislación relativa a la protección de datos, ISABIAL, fomentará 
la utilización de herramientas que optimicen los procesos de obtención, almacenamiento y 
análisis de datos para la evaluación de riesgos, cruce de datos con otros organismos 
públicos o privados del sector (como la Administración fiscal, otros organismos de las 
administraciones públicas, o las autoridades responsables de la comprobación de crédito) 
y detectar posibles situaciones de alto riesgo incluso antes de la concesión de los fondos. 

A tal fin, las autoridades y el personal de la Fundación tendrán conocimiento del uso de las 
siguientes herramientas, tanto internas como externas, así como base de datos, sin 
perjuicio del uso de cualquier otra herramienta:  

a) Arachne1. 

b) Sistema de Exclusión y Detección Precoz (Early Detection and Exclusion System 
o, por sus siglas en inglés, EDES)2. 

c) Financial Transparency System3. 

c) Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS)4. 

d) OpenSanctions5. 

Adicionalmente, será de aplicación la Orden HFP/55/2023, relativa al análisis sistemático 
del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que ejecutan el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, en la que se establece la necesidad de que por 
parte de los responsables de operación se lleve a cabo un análisis ex antes de riesgo de 

 
1 https://ec.europa.eu/social/main.jsp?catId=325&intPageId=3587&langId=es Se trata de una herramienta 
informática desarrollada por la Comisión que en materia de evaluación de riesgos, a través de una serie de 
indicadores, ofrece información sobre proyectos, beneficiarios, contratos y contratistas que pudieran presentar 
riesgos de fraude, conflicto de intereses u otras irregularidades.  
2 ttps://ec.europa.eu/info/strategy/eu-budget/how-it-works/annual-lifecycle/implementation El EDES es un 
sistema establecido por la Comisión para reforzar la protección de los intereses financieros de la Unión y garantizar 
una buena gestión financiera y se basa en la información proporcionada por la Comisión, otras instituciones 
europeas y agencia en relación con los negocios jurídicos que han celebrado con la finalidad de asegurar la 
detección temprana de personas o entidades que representen riesgos que amenacen los intereses financieros de 
la Unión, la exclusión de personas o entidades de recibir fondos de la Unión, la imposición de una sanción 
pecuniaria a una persona o entidad, la publicación, en los casos más graves, en el sitio web de la Comisión de 
información relativa a la exclusión y, en su caso, a la sanción pecuniaria, a fin de reforzar su efecto disuasorio. 
3 https://ec.europa.eu/budget/financial-transparency-system/index.html Este sitio web le permite buscar a 
través de los beneficiarios de la financiación del Presupuesto de la Unión que ha sido ejecutado directamente por 
la Comisión y otros organismos de la Unión como las agencias ejecutivas ("gestión directa") o indirectamente por 
otros organismos internacionales o países no comunitarios ('gestión indirecta'), y beneficiarios del Fondo Europeo 
de Desarrollo. 
4 https://www.pap.hacienda.gob.es/bdnstrans/ge/es/convocatorias En general, la BDNS contiene información 
sobre subvenciones o ayudas con referencia a las bases reguladoras de la subvención, convocatoria, programa y 
crédito presupuestario al que se imputan, objeto o finalidad de la subvención, identificación de los beneficiarios, 
importe de las subvenciones otorgadas y efectivamente percibidas, resoluciones de reintegros y sanciones 
impuestas, así como la identificación de las personas o entidades incursas en determinadas prohibiciones para 
recibir subvenciones. 
5 https://www.opensanctions.org/  
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conflicto de intereses a través de la herramienta de data mining MINERVA6, con sede en la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria. 

 

9.1.5. Procedimiento para abordar conflictos de intereses 

El enfoque destinado a detectar las situaciones que pueden generar este tipo de conflictos 
con el deber público, que pueden influir en cualquier fase del proceso de ejecución del 
presupuesto, también se tiene que abordar desde una perspectiva de prevención del 
fraude.  

Es por ello, que en el marco de las actuaciones de prevención del fraude que incorpora el 
Plan de Medidas Antifraude, la identificación, prevención y detección de conflictos de 
interés constituye un punto de capital importancia en la estrategia de integridad y contra 
el fraude que persigue implantar ISABIAL. 

Las situaciones de conflicto de intereses pueden producirse en cualquier momento, por 
tanto, se deben prevenir y abordar. Se arbitra un esquema de mecanismo para que, 
cualquier unidad responsable que se enfrente a una situación potencial de conflicto de 
intereses que implique a un miembro de su personal, conozca y aplique como abordar esta 
situación. 

En caso de sospechas fundadas de la existencia de un conflicto de intereses: 

- Se comunicarán al superior jerárquico del implicado que procederá a llevar a cabo 
los controles e investigaciones necesarios.  

- Si los controles no corroboran la información, se procederá a cerrar el caso. Si los 
resultados de los controles confirman la información inicial, y el conflicto de 
intereses es de tipo administrativo, el superior jerárquico podrá:  

Se adoptarán las sanciones disciplinarias y las medidas administrativas que procedan 
contra el empleado implicado; en particular se aplicará de manera estricta el artículo 24 
de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, relativo a la 
recusación;  

- Cancelar el contrato/acto afectado por el conflicto de intereses y repetir la parte del 
procedimiento en cuestión; 

- Hacer público lo ocurrido para garantizar la transparencia de las decisiones y, como 
elemento disuasorio, para impedir que vuelvan a producirse situaciones similares, 
de acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno.  

En caso de que el conflicto de intereses sea de naturaleza penal, el superior jerárquico 
deberá, además de adoptar las medidas anteriores, comunicar los hechos al Ministerio 
fiscal a fin de que éste adopte las medidas pertinentes. 

 

9.1.6. Doble financiación y ayudas de estado 

ISABIAL, como entidad que participa en la ejecución del PRTR, aplicará procedimientos que 
permitan asegurar en todo momento el pleno respeto a la normativa relativa a las Ayudas 
de Estado y relativa a la Libre Competencia, así como garantizar la ausencia de doble 

 
6 Guia_practica_de_aplicacion_de_la_Orden_HFP-55-2023V.pdf (hacienda.gob.es) Guía práctica para la 
aplicación de la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, relativa al análisis sistemático del riesgo de conflicto de 
interés en los procedimientos que ejecutan el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 



 

 

 

 

26  

 

financiación. Para ello, estos procedimientos estarán alineados con el artículo 7 y el Anexo 
III.D de la OM de Gestión, sobre la compatibilidad con el régimen de ayudas de Estado y 
prevención de la doble financiación. 

De acuerdo con lo establecido en el art. 107 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (TFUE) se entiende por Ayuda de Estado cualquier ayuda otorgada por los Estados 
o mediante fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la 
competencia, favoreciendo a determinadas empresas o producciones. 

Si se detecta cualquier caso que pueda implicar el incumplimiento de estas normas, la 
Fundación paralizará el proceso y lo pondrá en conocimiento de las Autoridades 
Competentes siguiendo las recomendaciones de la Comisión Europea en esta materia. 

Para evitar la doble financiación se realizarán las siguientes tareas de verificación:  

- Lista de comprobación sobre doble financiación (tomando como referencia la prevista en 
el Anexo III.D de la Orden HFP/1030/2021.  

- Verificar que las bases reguladoras adviertan sobre la prohibición de doble financiación, 
con referencia a los artículos 191 del Reglamento 2018/1046 Financiero de la Unión y 9 
del Reglamento 2021/241 por el que se establece el MRR, trasladando al beneficiario la 
obligación de información sobre cualesquiera otros fondos (no sólo europeos) que hayan 
contribuido a la financiación de los mismos costes.  

- Verificación de las declaraciones responsables de otras fuentes de financiación que 
incluyan las ayudas o subvenciones que se hayan obtenido o solicitado para financiar las 
actuaciones correspondientes, tanto en el momento de formalizar la solicitud, como en 
cualquier momento posterior en que se produzca esta circunstancia.  

- Comprobaciones cruzadas con bases de datos nacionales (por ejemplo, BDNS, Plataforma 
de Contratación del Estado) y de otros fondos europeos (por ejemplo, Financial 
Transparency System) cuando esto sea posible y cuando este riesgo se evalúe como 
significativo y probable.  

- Solicitud a la DG Presupuestos y Fondos Europeos informe en el que se valore que el 
desarrollo de la actuación no está financiado o no se prevé financiar con fondos europeos 
no procedentes del MRR. 

 

 

9.2 Medidas de detección 

Las medidas de prevención no pueden proporcionar una protección completa contra el 
fraude y, por tanto, se necesitan sistemas para detectar a tiempo los comportamientos 
fraudulentos que escapen a la prevención. Por lo tanto, una buena estrategia contra el 
fraude debe tener presente que puede seguir habiendo casos, para los cuales es preciso 
diseñar y ejecutar medidas de detección del fraude.  

Es importante que todas las medidas de detección sean eficientes y proporcionales al nivel 
y naturaleza de los riesgos de fraude, corrupción, conflictos de interés y doble financiación 
identificados, tanto en cantidad (número de medidas) como en calidad (naturaleza de las 
medidas).  

Las medidas de detección del fraude a implementar con este Plan son las siguientes: 
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9.2.1. Uso de bases de datos 

La documentación adscrita al expediente, incluida la Declaración de Ausencia de Conflictos 
de Intereses (DACI)  puede ser verificada en caso de existir indicios de falsedad o 
situaciones de riesgo, mediante los siguientes métodos: 

- Información externa (por ejemplo, información proporcionada por personas ajenas 
a la organización q1.ue no tienen relación con la situación que ha generado el 
conflicto de intereses). 

- Comprobaciones realizadas sobre determinadas situaciones con un alto riesgo de 
conflicto de intereses, basadas en el análisis de riesgos interno o banderas rojas. 

- Controles aleatorios. Por ejemplo, el uso de bases de datos como registros 
mercantiles, la Base Nacional de Subvenciones (BNDS), herramientas de 
contratación (PLCSP), herramientas propias de licitación, de gestión de incidencias, 
de subvenciones, registros públicos como el Registro oficial de licitadores y 
empresas clasificadas del sector público (ROLECE), Registro público de contratos de 
Comunidad Valenciana a través de herramientas de prospección de datos (data 
mining). Estos controles también incluyen las herramientas descritas en el punto 
7.1.4 respecto al análisis de datos (Arachne, EDES,Financial Transparency System, 
Base de Datos Nacional de Subvenciones) 

 

9.2.2. Indicadores de fraude o banderas rojas. 

Se hace necesario asegurar que los procedimientos de control focalicen la atención sobre 
los puntos principales de riesgo de fraude y en sus posibles hitos o marcadores.  

La simple existencia de este control sirve como elemento disuasorio a la perpetración de 
fraudes. En esta línea de búsqueda de indicios de fraude, la Comisión Europea ha elaborado 
un catálogo de signos o marcadores de riesgo, denominados “banderas rojas”. Estas sirven 
como signos de alarma, pistas o indicios de posible fraude. La existencia de una bandera 
roja, sin embargo, no implica necesariamente la existencia de fraude, pero sí indica que 
una determinada área de actividad necesita atención extra para descartar o confirmar un 
fraude potencial. 

Se contienen en el Anexo VII de este Plan, una relación de los indicadores de fraude o 
banderas rojas más empleadas, clasificadas por tipología de prácticas potencialmente 
fraudulentas, con el fin de detectar patrones o comportamientos sospechosos, 
especialmente en aquellos casos en los que varios indicadores confluyen sobre un mismo 
patrón o conducta de riesgo. Los indicadores incorporados son los definidos por el Servicio 
Nacional de Coordinación Antifraude7. 

Se trata de una relación no exhaustiva que se podrá completar, en su caso, incorporando 
otros indicadores adaptándose en función de los riesgos específicos que se identifiquen en 
cada momento. 

 

 
7 https://www.pap.hacienda.gob.es/sitios/pap/es-ES/Documents/AnexoII.ListadoBRycontroles.pdf 
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9.2.3. Mecanismo de comunicación de sospechas de fraude 

Existen diferentes canales de denuncia, a través de los que cualquier persona podrá 
notificar las sospechas de fraude y las presuntas irregularidades que, a ese respecto, pueda 
haber detectado: 

 

a) Canal de denuncias propio 

En el apartado de RRHH de la web de la Fundación se habilita un canal de denuncias 
propio8,  al objeto de atender posibles denuncias relativas a la detección de un posible 
fraude, o su sospecha fundada. 

Tras la recepción de la denuncia se notificará a la Secretaría General y departamento 
implicado en la realización de las actuaciones, que, estudiará e informará a la persona 
denunciante de los siguientes extremos: 

I. La denuncia será tenida en cuenta y les serán comunicados los resultados 
de las gestiones realizadas. 

II. Se respetará la confidencialidad y la protección de datos personales. 

III. No sufrirán represalia alguna, ni serán sancionados en el caso de que se 
trate de empleadas y empleados de ISABIAL. 

Las denuncias que se presenten a través de este canal propio deberán contener los 
siguientes requisitos: 

- Fecha y exposición clara y detallada de los hechos. 

- Identificación del área de la Fundación en la que hayan tenido lugar. 

- Nombre y datos de contacto de la persona denunciante para facilitar el análisis y 
seguimiento de la denuncia. Existe la posibilidad de que la denuncia sea anónima. 

- Identificación de las personas involucradas. 

 

b)  Canal SNCA 

Si se desea poner en conocimiento del SNCA hechos que puedan ser constitutivos de fraude 
o irregularidad en relación con proyectos u operaciones financiados con cargo a los Fondos 
Europeos, puede utilizar el canal habilitado al efecto por el citado Servicio9. 

 

c) OLAF 

Además de lo anterior, cualquier persona puede informar a la Oficina Europea de Lucha 
contra el Fraude (OLAF) de sospechas de fraude o corrupción que afecten a los intereses 
financieros de la Unión Europea. 

Es posible dirigirse a la OLAF por medio de los siguientes canales: 

1. Por carta a: Comisión Europea, Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF), 
Investigaciones y Operaciones B-1049 Bruselas, Bélgica. 

2. Por correo electrónico a: OLAF-COURRIER@ec.europa.eu. 

3. Por medio de las líneas de teléfono gratuito. 

 

 
8 https://isabial.es/canal-de-denuncias/  
9 https://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/es-ES/snca/Paginas/ComunicacionSNCA.aspx  
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Se dará suficiente difusión a estos canales de denuncia, tanto interna como externa, a 
través del Portal de Transparencia de ISABIAL. 

Asimismo, la posibilidad de utilización de estos canales se incluirá en las correspondientes 
licitaciones de contratación y en las convocatorias de subvenciones. 

 

 

9.3 Medidas de corrección 

El artículo 6.6 de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, prevé el procedimiento 
de comunicación y correctivo a aplicar en el supuesto de que se detecte un posible fraude 
o su sospecha fundada.  

A este respecto, cuando la Comisión de Control de Medidas Antifraude, tenga conocimiento 
de una sospecha de fraude presentada a través del canal propio descrito en el apartado 
anterior, a través de su servicio competente en materia de régimen jurídico, recabará toda 
la información necesaria y evidencias de las que se disponga con el objetivo de facilitar el 
posterior análisis del caso. La aparición de varios de los indicadores denominados 
“banderas rojas” será uno de los principales criterios para determinar la existencia de 
fraude.  

La detección de posible fraude, o su sospecha fundada, conllevará la inmediata 
suspensión del procedimiento concreto en el que detecte por el órgano competente y, 
a la mayor brevedad posible, la convocatoria de la Comisión para la adopción de las 
siguientes medidas: 

a) La notificación de tal circunstancia en el más breve plazo posible a las autoridades 
interesadas y a los organismos implicados en la realización de las actuaciones, esto 
es, a las autoridades competentes para la exigencia de responsabilidades 
administrativas, patrimoniales o contables y penales de los empleados públicos o 
altos cargos que hayan participado en la ejecución del Mecanismo, o las 
responsabilidades administrativas y penales de los terceros; 

b) La revisión de todos aquellos proyectos que hayan podido estar expuestos al mismo. 

Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, una vez detectadas irregularidades, o 
sospechas de fraude, sea cual sea el momento en el que se haya detectado, ISABIAL 
llevará a cabo el siguiente procedimiento: 

 

9.3.1. Procedimiento de evaluación, clasificación y actuación ante fraudes.  

La Comisión de Control de Medidas Antifraude deberá clasificar el expediente como 
sistémico10 o puntual11, así como revisar cualquier sistema de control interno relacionado 
con el caso de fraude identificado. 

En el caso de que se detecten irregularidades sistémicas, se adoptarán las siguientes 
medidas:  

 
10  Cuando tenga lugar en aquellas irregularidades de carácter recurrente, con alta probabilidad de producirse en 
tipos similares de operaciones, derivada de una deficiencia grave en el funcionamiento efectivo de un sistema de 
gestión y control. En particular, el hecho de no establecer procedimientos adecuados de conformidad con las 
normas específicas de aplicación a los fondos del MRR. 
11  Cuando se trate de un error único e independiente de otros errores en la población o diferencias en los 
sistemas. 
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- Revisar la totalidad de los expedientes incluidos en esa operación y/o de naturaleza 
económica análoga.  

- Retirar la financiación comunitaria de todos aquellos expedientes en los que se identifique 
la incidencia detectada. 

- Comunicar a las unidades ejecutoras las medidas necesarias a adoptar para subsanar la 
debilidad detectada, de forma que las incidencias encontradas no vuelvan a repetirse.  

- Revisar los sistemas de control interno para establecer los mecanismos oportunos que 
detecten las referidas incidencias en las fases iniciales de verificación.  

 

 

9.4 Medidas de persecución 

9.4.1. Procedimiento para el seguimiento de potenciales casos de fraude 

El titular del área responsable en la que se tenga conocimiento de una conducta que 
pudiera ser constitutiva de fraude o corrupción, tras el análisis de la posible existencia de 
alguna de las banderas rojas definidas en el Plan de Medidas Antifraude o que haya sido 
conocida por cualquier otra circunstancia deberá seguir el procedimiento recogido a 
continuación. 

 
Figura 3. Resumen del procedimiento   

 

La Comisión de Control de Medidas Antifraude analizará y valorará la información aportada 
y la gravedad del posible fraude. 

En caso de detectarse un posible fraude, adoptará, de entre estas medidas, aquella que 
mejor se adapte a las circunstancias del hecho: 

- Suspensión inmediata del procedimiento. 

- Comunicación de los hechos producidos y las medidas adoptadas a las autoridades 
y unidades ejecutoras interesadas. 
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- Inicio de una información reservada o, en su defecto, incoación de un expediente 
disciplinario. 

- Denuncia ante las Autoridades competentes. En el caso de que se identifique como 
veraz, se procederá a emitir una denuncia de irregularidad, o sospecha de fraude, 
ante el Servicio Nacional de Coordinación Antifraude de la IGAE, mediante la 
cumplimentación del cuestionario habilitado en: 
https://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/es-ES/Paginas/denan.aspx  

- Denunciar los hechos ante el Ministerio Fiscal, en el caso de que se identifique, de 
forma indubitada, como un fraude. 

 

Previamente, y con carácter consultivo para la remisión de información, se puede plantear 
una consulta a la siguiente dirección de correo electrónico 
consultasantifraude@igae.hacienda.gob.es,  con el objeto de obtener más información 
respecto al procedimiento más adecuado a seguir. 

 

9.4.2. Seguimiento del caso y recuperación de fondos 

Una vez detectada una situación de fraude, se valorará si procede emprender la 
recuperación de los importes indebidamente percibidos y la acción penal correspondiente.  

Determinada la procedencia de la recuperación de dichos fondos, la autoridad competente  
exigirá la recuperación de los importes indebidamente percibidos por parte de los 
beneficiarios, y por tanto se debe garantizar que se tienen procesos sólidos en marcha 
para hacer el seguimiento de la recuperación de los fondos de la UE. Estos procesos deben 
ser claros también en los casos en los que se va a seguir un proceso civil o penal. 

El proceso de seguimiento será el siguiente:  

Una vez concluida la investigación por parte de la Comisión de Control de Medidas 
Antifraude, debe llevarse a cabo la revisión de cualquier proceso, procedimiento o control 
relacionado con el fraude potencial o probado. 

Esta revisión será objetiva y autocrítica y deberá tener como resultado unas conclusiones 
claras con respecto a los puntos débiles detectados y a las lecciones aprendidas, con 
acciones claras, responsables y se impondrán plazos rigurosos. 

Se garantizará la absoluta cooperación con las autoridades responsables de la investigación 
y el cumplimiento de la ley y con las autoridades judiciales, especialmente en lo que 
respecta a la conservación de los archivos en un lugar seguro y a las garantías de su 
transferencia en caso de cambios de personal. 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

32  

 

10.  PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL Y CONSERVACIÓN DE LA 

DOCUMENTACIÓN. 

Los datos recabados en el marco del presente Plan serán los estricta y objetivamente 
necesarios para gestionar, tramitar y dar respuesta a las Denuncias y Consultas recibidas 
y, en su caso, investigar las Irregularidades. Dichos datos serán tratados con esa exclusiva 
finalidad y no serán utilizados para finalidades incompatibles. 

ISABIAL ha adoptado las medidas técnicas y organizativas necesarias para preservar la 
debida seguridad y confidencialidad de los datos tratados en el marco de la presente 
Política. 

La documentación recabada con la finalidad de evidenciar el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el presente Plan y en la gestión y/o ejecución de los fondos del MRR, tendrá 
un periodo mínimo de conservación de diez años desde la terminación de la relación 
de negocios o la ejecución de la operación, tal y como establece la Ley 10/2010 en su 
artículo 25; y la responsable de su custodia, localización y confidencialidad de la 
documentación recabada, será la Comisión de Control de Medidas Antifraude. 

Una vez transcurridos cinco años desde la terminación del proyecto financiado con dichos 
fondos, la documentación conservada únicamente será accesible por la Comisión de Control 
de Medidas Antifraude. 

Toda la documentación y sus correspondientes copias, será conservada en soporte 
informático, garantizando su integridad, la correcta lectura de los datos, la imposibilidad 
de manipulación y su adecuada conservación y localización. El sistema de archivo 
garantizará la atención en tiempo y forma de los requerimientos de las autoridades 
competentes. 
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11.PROGRAMA DE TRABAJO 

 

 

Figura 4.  Cronograma de actividades 
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12. SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN Y  ACTUALIZACIÓN. 

El presente Plan entrará en vigor con su aprobación por parte de la Junta de Patronato 
de la Fundación, y será revisado teniendo en cuenta las recomendaciones que la Comisión 
de Control de Medidas Antifraude pueda realizar. Este Plan se configura como una 
herramienta flexible y sujeta a revisión, que deberá ir actualizándose y completando a 
medida que se vaya poniendo en práctica por parte de la Fundación,  en función de cada 
contexto y atendiendo a eventuales factores, internos o externos, que así lo aconsejen. 

Toda modificación que afecte al contenido de este Plan de Medidas Antifraude (introducción 
de nuevos procedimientos, abandono o modificación de los anteriores, etc.) e implique una 
actualización de este, quedará reflejado en el mismo, datando el Plan con la fecha del mes 
de la actualización, guardándose un registro histórico del mismo. 
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13. COMUNICACIÓN Y DIFUSIÓN DE ACTUALIZACIONES Y CAMBIOS. 

El Plan de Medidas Antifraude será publicado en la web de la Fundación, en el apartado 
de transparencia creado específicamente para ello, y, a su vez, será difundido de forma 
individual por la intranet de la organización a  todo personal, especialmente a las unidades 
gestoras. 

Cuando se produzcan actualizaciones y cambios  en el Plan que  modifiquen 
significativamente la estructura o contenido del mismo, se comunicará de forma 
independiente a los empleados, a los cuales afecte en su labor de gestión los cambios 
introducidos,  así como a las diferentes unidades gestoras. 
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Anexo I. Test de conflicto de intereses, prevención del fraude y la corrupción.  

 

 

 

Pregunta 

Grado de 
cumplimiento 

4 3 2 1 

1. ¿Se dispone de un «Plan de Medidas Antifraude» que le permita a la entidad 
ejecutora o a la entidad decisora garantizar y declarar que, en su respectivo ámbito 
de actuación, los fondos correspondientes se han utilizado de conformidad con las 
normas aplicables, en particular, en lo que se refiere a la prevención, detección y 
corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses? 

X       

2. ¿Se constata la existencia del correspondiente «Plan de Medidas Antifraude» en 
todos los niveles de ejecución? X        

                                               Prevención 

3. ¿Dispone de una declaración, al más alto nivel, donde se comprometa a luchar 
contra el fraude? 

X        

4. ¿Se realiza una autoevaluación que identifique los riesgos específicos, su 
impacto y la probabilidad de que ocurran y se revisa periódicamente? X       

5. ¿Se difunde un código ético y se informa sobre la política de obsequios?  X     

6. ¿Se imparte formación que promueva la Ética Pública y que facilite la detección 
del fraude? 

 X        

7. ¿Se ha elaborado un procedimiento para tratar los conflictos de intereses? X        

8. ¿Se cumplimenta una declaración de ausencia de conflicto de intereses por 
todos los intervinientes?  X        

                                                Detección 

9. ¿Se han definido indicadores de fraude o señales de alerta (banderas rojas) y 
se han comunicado al personal en posición de detectarlos? 

X        

10. ¿Se utilizan herramientas de prospección de datos o de puntuación de riesgos?      X 

11. ¿Existe algún cauce para que cualquier interesado pueda presentar denuncias? X        

12. ¿Se dispone de alguna Unidad encargada de examinar las denuncias y 
proponer medidas? 

X        

Corrección 

13. ¿Se evalúa la incidencia del fraude y se califica como sistémico o puntual? X        

14. ¿Se retiran los proyectos o la parte de los mismos afectados por el fraude y 
financiados o a financiar por el MRR? 

X        

Persecución 

15. ¿Se comunican los hechos producidos y las medidas adoptadas a la entidad 
ejecutora, a la entidad decisora o a la Autoridad Responsable, según proceda? 

 X      

16. ¿Se denuncian, en los casos oportunos, los hechos punibles a las Autoridades 
Públicas nacionales o de la Unión Europea o ante la fiscalía y los tribunales 
competentes? 

X        

 Subtotal puntos.         

  Puntos totales.  54 

   Puntos máximos. 64 

   Puntos relativos (puntos totales/puntos máximos).  84,38 
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Anexo II. Declaración institucional de la Dirección de la Fundación. 
(DOC-JURÍDICO-001) 
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Anexo III. Código de conducta y principios éticos del órgano gestor.  

(DOC-JURÍDICO-002) 

 

EL CÓDIGO ÉTICO Y DE CONDUCTA PARA LOS EMPLEADOS DE ISABIAL 

PREÁMBULO 

Toda institución debe operar con transparencia en sus acciones. La transparencia implica 
divulgar todos los aspectos relacionados con la gestión y dirección de la institución, 
incluyendo los principios y normativas que la guían, los resultados obtenidos, los recursos 
utilizados y los procedimientos éticos implementados. Además, abarca la divulgación de 
información sobre la conducta ética tanto individual como colectiva de los miembros del 
órgano de gobierno, así como su formación y responsabilidad en la toma de decisiones. 

Además, la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema 
de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, establece en su artículo 
6, que los participantes en el ejecución del Plan de Recuperación, Transformación Y 
Resiliencia, deberán reforzar todos aquellos mecanismos necesarios para la prevención, 
detección y corrección del fraude, corrupción y los conflictos de intereses. Es por ello, que 
ISABIAL apuesta por la adopción de un Código Ético y de Conducta para todos sus 
empleados, que sirva de garantía para prevenir y, en su caso, atenuar, posibles situaciones 
de fraude. 

Este Código se basa en la regulación general de los deberes básicos de los empleados y 
empleadas públicos, recogidos en el Estatuto Básico del Empleado Público (RD 5/2015 de 
30 de octubre), y más concretamente en su Capítulo VI “Deberes de los empleados 
públicos. Código de Conducta”. Estos deberes quedan fundados en principios éticos y reglas 
de comportamiento cuya finalidad es orientadora, pero también sientan los límites de las 
actividades lícitas, la infracción de las cuales, podría tener consecuencias disciplinarias. 

Artículo 1. Deberes de los empleados 12 

Los empleados y empleadas deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan 
asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución 
y del resto del ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes 
principios: objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, 
confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, 
accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y medioambiental, y 
respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los 
empleados y las empleadas públicos configurado por los principios éticos y de conducta 
regulados en los artículos siguientes. 

Artículo 2. Principios éticos.13 

 
12 Artículo equivalente al Artículo 52. “Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta”, del RD 5/2015 
de 30 de octubre. 

13 Artículo equivalente al Artículo 53. “Principios éticos”, del RD 5/2015 de 30 de octubre. 
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- Los empleados públicos de ISABIAL respetarán la Constitución y el resto de normas que 
integran el ordenamiento jurídico. 

- Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se 
fundamentará en consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés 
común, al margen de cualquier otro factor que exprese posiciones personales, familiares, 
corporativas, clientelares o cualesquiera otras que puedan colisionar con este principio. 

- Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la 
que presten sus servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los 
ciudadanos. 

- Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, 
evitando toda actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, 
origen racial o étnico, género, sexo, orientación sexual, religión o convicciones, opinión, 
discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

- Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de 
toda actividad privada o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de 
intereses con su puesto público. 

- No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, 
obligaciones patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda 
suponer un conflicto de intereses con las obligaciones de su puesto público. 

- No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja 
injustificada, por parte de personas físicas o entidades privadas. 

- Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la 
consecución del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización. 

- No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin 
justa causa y, en ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los 
titulares de los cargos públicos o su entorno familiar y social inmediato o cuando suponga 
un menoscabo de los intereses de terceros. 

- Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su 
caso, resolverán dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia. 

- Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público 
absteniéndose no solo de conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera 
otras que comprometan la neutralidad en el ejercicio de los servicios públicos. 
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- Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida 
legalmente, y mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por 
razón de su cargo, sin que puedan hacer uso de la información obtenida para beneficio 
propio o de terceros, o en perjuicio del interés público. 

Artículo 3. Principios de conducta.14 

- Los empleados públicos de ISABIAL tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a 
sus superiores y a los restantes empleados públicos. 

- El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de forma 
diligente y cumpliendo la jornada y el horario establecidos. 

- Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que 
constituyan una infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán 
inmediatamente en conocimiento de los órganos de inspección procedentes. 

- Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a 
conocer, y facilitarán el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. 

- Administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los mismos 
en provecho propio o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su 
conservación. 

- Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más 
allá de los usos habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el 
Código Penal. 

- Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y 
entrega a sus posteriores responsables. 

- Mantendrán actualizada su formación y cualificación. 

- Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral. 

- Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas 
que consideren adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la 
que estén destinados. A estos efectos se podrá prever la creación de la instancia adecuada 
competente para centralizar la recepción de las propuestas de los empleados públicos o 
administrados que sirvan para mejorar la eficacia en el servicio. 

 
14 Artículo equivalente al Artículo 54. “Principios de conducta”, del RD 5/2015 de 30 de octubre. 
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- Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial 
en el territorio. 

Artículo 4. Compromiso. 

Todos los empleados y empleadas públicos de ISABIAL se comprometerán a suscribir el 
presente Código por el mero hecho de serlo. 
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Anexo IV. Declaración de compromiso PRTR.  

(DOC-JURÍDICO-003) 

 

DECLARACIÓN DE COMPROMISO EN RELACIÓN CON LA  EJECUCIÓN DE 
ACTUACIONES DEL PRTR 

 

Modelo declaración de compromiso en relación con la ejecución de actuaciones del Plan de 
recuperación, transformación y resiliencia (PRTR)  

Don/Doña   ……………………………………………….,   con   DNI ................................. , como 
titular del órgano/ Consejero/a Delegado/a Gerente/ de la entidad 
………………………………………………………………………….., con NIF …………………………., y domicilio 
fiscal en ……………………………………………………………………………………. 
………………………………………………………………………………………………………………………………………………….
en la condición de órgano responsable/ órgano gestor/ beneficiario de ayudas financiadas 
con recursos provenientes del PRTR/ que participa como contratista/ente destinatario del 
encargo/ subcontratista, en el desarrollo de actuaciones necesarias para la consecución de 
los objetivos definidos en el  Componente XX «………………………», manifiesta el compromiso 
de la persona/entidad que representa con los estándares más exigentes en relación con el 
cumplimiento de las normas jurídicas, éticas y morales, adoptando las medidas necesarias 
para prevenir y detectar el fraude, la corrupción y los conflictos de interés, comunicando 
en su caso a las autoridades que proceda los incumplimientos observados.  

Adicionalmente, atendiendo al contenido del PRTR, se compromete a respetar los principios 
de economía circular y evitar impactos negativos significativos en el medio ambiente 
(«DNSH» por sus siglas en inglés «do no significant harm») en la ejecución de las 
actuaciones llevadas a cabo en el marco de dicho Plan, y manifiesta que no incurre en doble 
financiación y que, en su caso, no le consta riesgo de incompatibilidad con el régimen de 
ayudas de Estado.  

……………………………..., XX de ................... de 202-  

  

Fdo. …………………………………………….  

  

Cargo: …………………………………………  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

    

 

 

 43 

 

Anexo V. Declaración de cesión y tratamiento de datos en relación con la 
ejecución de actuaciones del PRTR.   

(DOC-JURÍDICO-004) 

 

DECLARACIÓN DE CESIÓN Y TRATAMIENTO  DE DATOS EN RELACIÓN CON 
LA EJECUCIÓN DE  ACTUACIONES DEL PLAN DE RECUPERACIÓN,  

TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (PRTR)   

 

Don ………………., DNI/NIE, como Gerente de la entidad ………………, con CIF …… , y domicilio fiscal en 
……………………………….., beneficiaria de ayudas financiadas con recursos provenientes del PRTR/ que  
participa como contratista/subcontratista en el desarrollo de actuaciones  necesarias para la 
consecución de los objetivos definidos en el Componente XX  «………………………», declara conocer la 
normativa que es de aplicación, en particular  las siguientes apartados del artículo 22, del Reglamento 
(UE) 2021/241 del  Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se  
establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia:   

 

1. La letra d) del apartado 2: «recabar, a efectos de auditoría y control del uso  de fondos en 
relación con las medidas destinadas a la ejecución de  reformas y proyectos de inversión en el marco 
del plan de recuperación y  resiliencia, en un formato electrónico que permite realizar búsquedas y 
en  una base de datos única, las categorías armonizadas de datos siguientes:   

i. El nombre del perceptor final de los fondos;   

ii. El nombre del contratista y del subcontratista, cuando el perceptor  final de los fondos sea 
un poder adjudicador de conformidad con el  Derecho de la Unión o nacional en materia de 
contratación pública;   

iii. Los nombres, apellidos y fechas de nacimiento de los titulares reales  del perceptor de los 
fondos o del contratista, según se define en el  artículo 3, punto 6, de la Directiva (UE) 
2015/849 del Parlamento  Europeo y del Consejo (26);   

iv. una lista de medidas para la ejecución de reformas y proyectos de  inversión en el marco 
del plan de recuperación y resiliencia, junto con  el importe total de la financiación pública de 
dichas medidas y que  indique la cuantía de los fondos desembolsados en el marco del  
Mecanismo y de otros fondos de la Unión».   

 

2. Apartado 3: «Los datos personales mencionados en el apartado 2, letra d),  del presente artículo 
sólo serán tratados por los Estados miembros y por la  Comisión a los efectos y duración de la 
correspondiente auditoría de la  aprobación de la gestión presupuestaria y de los procedimientos de 
control  relacionados con la utilización de los fondos relacionados con la aplicación  de los acuerdos 
a que se refieren los artículos 15, apartado 2, y 23, apartado   

En el marco del procedimiento de aprobación de la gestión de la Comisión, de  conformidad con el 
artículo 319 del TFUE, el Mecanismo estará sujeto a la  presentación de informes en el marco de la 
información financiera y de rendición  de cuentas integrada a que se refiere el artículo 247 del 
Reglamento Financiero  y, en particular, por separado, en el informe anual de gestión y rendimiento».  
Conforme al marco jurídico expuesto, manifiesta acceder a la cesión y  tratamiento de los datos con 
los fines expresamente relacionados en los artículos  citados.   

 

En …………., a fecha de firma.  

Fdo. ……………..  Cargo……………. 
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Anexo VI. Declaración de la Ausencia de Conflicto de Interés (DACI)   

(DOC-JURÍDICO-005) 

 

Nº Expediente: …. 

Al objeto de garantizar la imparcialidad en el procedimiento de contratación arriba referenciado, 
el/los abajo firmante/s, como participante/s en el proceso de preparación y tramitación del 
expediente, declara/declaran:  

 

Primero. Estar informado de lo siguiente:  

 

1. Que el artículo 61.3 «Conflicto de intereses», del Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio (Reglamento financiero de la UE) establece que 
«existirá conflicto de intereses cuando el ejercicio imparcial y objetivo de las funciones se vea 
comprometido por razones familiares, afectivas, de afinidad política o nacional, de interés económico 
o por cualquier motivo directo o indirecto de interés personal». 

 2. Que el artículo 64 «Lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de intereses» de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se trasponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, define el conflicto de interés como «cualquier situación en 
la que el personal al servicio del órgano de contratación, que además participe en el desarrollo del 
procedimiento de licitación o pueda influir en el resultado del mismo, tenga directa o indirectamente 
un interés financiero, económico o personal que pudiera parecer que compromete su imparcialidad 
e independencia en el contexto del procedimiento de licitación».  

3. Que el apartado 3 de la Disposición Adicional centésima décima segunda de la Ley 31/2022, de 
23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2023, establece que «El análisis 
sistemático y automatizado del riesgo de conflicto de interés resulta de aplicación a los empleados 
públicos y resto de personal al servicio de entidades decisoras, ejecutoras e instrumentales que 
participen, de forma individual o mediante su pertenencia a órganos colegiados, en los 
procedimientos descritos de adjudicación de contratos  

 4. Que el apartado 4 de la citada disposición adicional centésima décima segunda establece que:  

– «A través de la herramienta informática se analizarán las posibles relaciones familiares o 
vinculaciones societarias, directas o indirectas, en las que se pueda dar un interés personal o 
económico susceptible de provocar un conflicto de interés, entre las personas a las que se refiere el 
apartado anterior y los participantes en cada procedimiento». 

 – «Para la identificación de las relaciones o vinculaciones la herramienta contendrá, entre otros, los 
datos de titularidad real de las personas jurídicas a las que se refiere el artículo 22.2.d).iii) del 
Reglamento (UE) 241/2021, de 12 febrero, obrantes en las bases de datos de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria y los obtenidos a través de los convenios suscritos con los Colegios de 
Notarios y Registradores».  

Segundo. 

 Que, en el momento de la firma de esta declaración y a la luz de la información obrante en su poder, 
no se encuentra/n incurso/s en ninguna situación que pueda calificarse de conflicto de interés, en los 
términos previstos en el apartado cuatro de la disposición adicional centésima décima segunda, que 
pueda afectar al procedimiento de licitación/concesión de subvenciones.  

Tercero.  

Que se compromete a poner en conocimiento del órgano de contratación/, sin dilación, cualquier 
situación de conflicto de interés que pudiera conocer y producirse en cualquier momento del 
procedimiento en curso. 
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Cuarto.  

Que conoce que una declaración de ausencia de conflicto de interés que se demuestre que sea falsa, 
acarreará las consecuencias disciplinarias/administrativas/ judiciales que establezca la normativa de 
aplicación. 

 

Firma electrónica 

  



 

 

 

 

 

Anexo VII. Indicadores de fraude o “banderas rojas”. 
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